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Resumen  

Se  observa  una  evidente  transgresión  a  la  LOSEP  y  sus  normativas, particularmente  el  Art.  76  de  la  Constitución  de  la  República,  que  establece  el derecho  al  debido  proceso,  junto  con  el  numeral  2  del  Art.  11  de  la  misma Constitución y el Art. 417 que indica que los tratados de derechos humanos y otros instrumentos  internacionales  en  Ecuador  deben  aplicar  principios  que  no restrinjan los  derechos  ni  su  exigibilidad  directa, lo  cual incluye  la  incapacidad para  defenderse  en  un  plazo  razonable,  la  suspensión  y  el  pago  de indemnizaciones, incluidos los despidos, lo cual vulnera directamente no solo la Constitución,  sino  también  tratados  internacionales  como  la  Convención Americana sobre Derechos Humanos, la cual está protegida constitucionalmente en la República. El tipo de investigación realizada corresponde a una modalidad cualitativa, centrada en el análisis de casos específicos en los cuales el Contralor General  del  Estado  destituyó  a  funcionarios  de  elección  popular.  A  través  del análisis, se pretende determinar el alcance de dichas acciones y los aspectos en los cuales se ha violado el debido proceso en tales destituciones. Se concluye que hubo una violación al debido proceso, ya que el Contralor asumió simultáneamente las funciones  de  denunciante  y  juez  sancionador,  valorando  todas  las  pruebas  de descargo para emitir su resolución, sin permitir la revisión imparcial y la aplicación de la sana crítica por parte de un juez neutral. 
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Abstract   

There is a clear violation of the LOSEP and its regulations, particularly Art. 76 of the Constitution of the Republic, which establishes the right to due process, along with numeral 2 of Art. 11 of the same Constitution and Art. 417, which indicates that human rights treaties and other international instruments in Ecuador must apply  principles  that  do  not  restrict  rights  or  their  direct  enforceability,  which includes the inability to defend oneself within a reasonable time, suspension and payment  of compensation, including  dismissals,  which  directly  violates  not  only the Constitution, but also international treaties such as the American Convention on Human Rights, which is constitutionally protected in the Republic. The type of research carried out corresponds to a qualitative modality, focused on the analysis of specific cases in which the Comptroller General of the State dismissed elected officials. Through the analysis, it is intended to determine the scope of said actions and the aspects in which due process has been violated in such dismissals. It is concluded  that  there  was  a  violation  of  due  process,  since  the  Comptroller simultaneously  assumed  the  functions  of  complainant  and  sanctioning  judge, evaluating  all  the  exonerating evidence  to issue  his  resolution,  without  allowing impartial review and the application of sound criticism by a neutral judge. 
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INTRODUCCIÓN 

El  estudio  se  centra  en  un  análisis  jurídico  doctrinal  y  comparativo  de  los procedimientos administrativos, tomando como referencia el marco legal de otros países. Su propósito es proporcionar un recurso legal valioso o una guía práctica para  autoridades,  representantes  legales  de  agencias  gubernamentales, funcionarios  públicos,  estudiantes  de  derecho,  profesionales  y  demás  actores involucrados  en  procesos  administrativos.  La  investigación  se  lleva  a  cabo  en conformidad con la Constitución de la República del Ecuador y las leyes vigentes, asegurando en todo momento el respeto a las garantías constitucionales. 

La  relevancia  del  estudio  radica  en  su  enfoque  como  un  análisis  crítico constitucional  de  la  correcta  implementación  de  las  normas  administrativas  y legales, especialmente en lo que respecta a la predeterminación y determinación de responsabilidades por parte del órgano principal de control. El objetivo es asegurar que el Estado cumpla con su deber de proteger los derechos procesales y garantizar la seguridad jurídica, el estudio incorpora un enfoque socioeconómico que busca ofrecer un análisis constitucional que favorezca la adecuada aplicación del derecho administrativo, lo cual es esencial para la toma de decisiones que afectan tanto a la economía pública como a la privada. El impacto social del estudio se manifiesta en  la  mejora  de  los  procedimientos  legales  y  administrativos,  así  como  en  la optimización de las prácticas relacionadas. 

Con base en el valor teórico que subyace en el estudio, se profundiza en el análisis constitucional crítico, el cual emerge como una herramienta fundamental para la optimización  de  los  procesos  legales  y  administrativos,  así  como  para  la implementación de mejores prácticas. El principal aporte teórico de la investigación reside  en  abordar  el  vacío  existente  en  relación  con  un  análisis  constitucional crítico, contribuyendo de la manera a una aplicación más precisa y adecuada del derecho administrativo. En el contexto actual, se puede afirmar que persiste un sesgo de subjetividad en cuanto a los deberes vinculados al debido  proceso y la seguridad  jurídica  de  los  funcionarios  dentro  de  la  administración  de  la Contraloría,  el  órgano  de control,  en  ocasiones, se  desvía  de  los  procedimientos administrativos  establecidos  por  sus  propias  normativas,  actuando  de  manera arbitraria  y  generando  una  atmósfera  de  incertidumbre  durante  el  proceso  de 743 







determinación de responsabilidades, la situación obliga a los servidores a buscar amparo  en  los  tribunales  y  en  la  legislación  constitucional  para  proteger  sus derechos fundamentales (Carrión, 2016). 

La justificación del estudio radica en la urgente necesidad de promover el respeto pleno de los derechos de los servidores públicos, especialmente en aquellos casos en  los  que  son  destituidos  a  través  de  acciones  administrativas  que,  en  ciertos casos,  pueden  implicar  citaciones  carentes  de  ética,  violaciones  al  derecho  de defensa o al derecho a ser escuchado, así como decisiones infundadas y de carácter intimidatorio, las acciones, ya sea por error o con intencionalidad, parecen estar dirigidas a la destitución del funcionario, privándole de su salario, que a menudo constituye  su  única  fuente  de  sustento  para  cubrir  sus  necesidades socioeconómicas básicas. 

El  estudio  también  se  enfocará  en  el  análisis  del  marco  legal  asociado  a  estas problemáticas,  subrayando  las  claras  violaciones  a  la  Ley  Orgánica  del  Servicio Público (LOSEP) y sus disposiciones, con particular atención al Artículo 76 de la Constitución de la República, que regula el debido proceso, así como al numeral 2 

del Artículo 11 de la misma Constitución. Asimismo, se abordará el Artículo 417, el  cual  establece  que  los  tratados  de  derechos  humanos  y  otros  instrumentos internacionales en Ecuador deben aplicar principios que no restrinjan los derechos ni su exigibilidad directa, el enfoque busca evidenciar cómo la aplicación incorrecta de las normativas y la falta de adherencia a los principios constitucionales y legales no solo afecta a los servidores públicos de manera individual, sino  que también erosiona la confianza en las instituciones públicas, comprometiendo la integridad del sistema administrativo en su conjunto. 

Por lo tanto, la incapacidad de defenderse dentro de un plazo razonable, así como la  suspensión,  el  despido  y  otras  acciones  similares,  representan  violaciones  no solo a la Constitución de la República del Ecuador, sino también a los instrumentos internacionales  de  derechos  humanos,  como  la  Convención  Americana  sobre Derechos Humanos, que cuenta con protección a nivel constitucional en el país, el hecho resalta la importancia y justificación del proyecto de investigación, que no solo  busca  abordar  estas  violaciones,  sino  también  prevenir  la  transgresión  del marco jurídico ecuatoriano. 
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En particular, el proyecto pone énfasis en la necesidad de garantizar el respeto al principio de aplicación directa, tal como se estipula en el inciso 2 del Artículo 426 

de la Constitución, el principio exige que los tratados internacionales de derechos humanos, que han sido ratificados por el Ecuador, se apliquen de manera directa y efectiva en todos los procedimientos legales y administrativos. Sin embargo, en la  práctica,  el  mandato  constitucional  a  menudo  no  se  cumple  de  manera adecuada,  especialmente  en  los  procesos  administrativos  previstos  por  la  Ley Orgánica del Servicio Público (LOSEP) y su reglamento. 

El incumplimiento  del  principio  no  solo constituye  una  violación  a  los  derechos fundamentales  de  los  servidores  públicos,  sino  que  también  compromete  la integridad y la legitimidad del sistema  legal en su conjunto. Los procedimientos administrativos  que  no  respetan  los  tiempos  razonables  para  la  defensa,  o  que imponen  sanciones  como  la  suspensión  o  el  despido  sin  un  debido  proceso, generan una profunda inseguridad jurídica y una desconfianza en las instituciones encargadas de velar por el cumplimiento de la ley (Arpasi, 2021). 

El estudio se propone, además, identificar y analizar las causas y consecuencias de las deficiencias en la aplicación del marco jurídico, y ofrecer recomendaciones para  mejorar  la  protección  de  los  derechos  de  los  servidores  públicos.  De  esta manera,  se  busca  contribuir  a  un  mejor  cumplimiento  de  las  normas constitucionales  y  a  la  promoción  de  un  entorno  administrativo  más  justo  y equitativo,  en  el  cual  los  derechos  fundamentales  de  todas  las  personas  sean plenamente respetados. 


Problema jurídico por tratar  

La  Constitución  de  la  República  del  Ecuador  (2008),  promulgada  en  el  Registro Oficial núm. 449 el 20 de octubre de 2008, se destaca como un texto fundamental que  pone  en  primer  plano  la  protección  de  los  derechos  y  la  promoción  de  la justicia, la orientación hacia la garantía de derechos implica que el debido proceso debe  estar  presente  y  ser  respetado  en  todas  las  leyes  y  reglamentos complementarios que conforman el ordenamiento jurídico del país. La importancia del  principio  radica  en  la  necesidad  de  asegurar  que  todas  las  personas,  sin excepción, puedan contar con procedimientos justos, transparentes y equitativos en cualquier ámbito de la vida pública. 
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La Constitución de 2008 otorga un papel clave a la Contraloría General del Estado, a través del Artículo 211, como un organismo técnico fundamental en la estructura del  Estado.  La  Contraloría  tiene  la  responsabilidad  de  supervisar  de  manera rigurosa  el  uso  de  los  recursos  públicos,  no  solo  por  parte  de  las  entidades estatales, sino también por parte de las entidades privadas que, de alguna forma, gestionan o administran fondos provenientes del sector público, la supervisión es crucial para garantizar la transparencia, la rendición de cuentas y la eficacia en el manejo  de  los  recursos  que  pertenecen  al  pueblo  ecuatoriano.  La  Constitución, además, define de manera detallada las funciones que la Contraloría General del Estado  debe cumplir, las cuales se encuentran especificadas en el Artículo 212. 

Entre estas funciones, se destacan 

1.  Dirigir  el  sistema  de  control  administrativo,  que  se  compone  de  auditoría interna,  auditoría  externa  y  del  control  interno  de  las  entidades  del  sector público y de las entidades privadas que dispongan de recursos públicos. 

2. Determinar responsabilidades administrativas y civiles culposas e indicios de responsabilidad penal, relacionadas con los aspectos sujetos a su control, sin perjuicio  de  las  funciones  que  en  esta  materia  sean  propias  de  la  Fiscalía General del Estado. 

3. Expedir la normativa para el cumplimiento de sus funciones. 

4. Asesorar a los órganos y entidades del Estado cuando se le solicite (p. 23). 

La situación se ve aún más complicada debido a que el Artículo 46 de la Ley de la Contraloría  General  del  Estado  no  distingue  entre  dignatarios,  autoridades, funcionarios  o  servidores  de  cualquier  entidad  estatal  cuando  se  trata  de determinar  responsabilidades  administrativas  que  podrían  culminar  en  la destitución  de  dichos  individuos,  la  falta  de  diferenciación  plantea  un  serio problema,  especialmente  porque  no  se  garantiza  un  proceso  contradictorio adecuado,  y  el  Contralor  General  del  Estado  posee  amplias  facultades sancionadoras, el poder concentrado genera un conflicto jurídico significativo, al no asegurar el derecho a la defensa de los implicados, lo que constituye una clara violación del debido proceso. 

La  ausencia  de  un  procedimiento  contradictorio  justo  en  el  contexto  de  las decisiones de la Contraloría es preocupante, ya que se erosiona uno de los pilares 746 







fundamentales  del  Estado  de  derecho:  el  derecho  a  una  defensa  adecuada.  La concentración  de  poder  en  el  Contralor,  quien  tiene  la  potestad  de  determinar responsabilidades  y  destituir  a  funcionarios,  sin  un  proceso  imparcial  y contradictorio, no solo es jurídicamente cuestionable, sino que también debilita la confianza en la justicia administrativa, el poder desmedido no debería  recaer en una  sola  figura,  pues  contradice  los  principios  de  imparcialidad  y  equidad  que deben regir cualquier proceso sancionador (Torres & Condori, 2022). 

Según lo expresado por Castro (2021), el Contralor es un funcionario público cuya principal  función  debería  ser  la  supervisión  de  la  correcta  utilización  de  los recursos  estatales.  Sin  embargo,  en  el  contexto  ecuatoriano,  el  Contralor  ha adquirido  un  poder  excesivo,  incluyendo  la  capacidad  de  destituir  a  cualquier funcionario  público,  la  concentración  de  atribuciones  en  una  sola  persona representa una sobrecarga de poder que es incompatible con un sistema de control administrativo  justo  y  equilibrado,  es  crucial  destacar  que  esta  facultad  de destitución no encuentra su origen en la Constitución, sino en una interpretación extendida de las leyes, lo que agrava la problemática al carecer de un fundamento constitucional sólido. 

La preocupación central de la investigación gira en torno a la interrogante de cómo la falta de un proceso contradictorio y las facultades sancionadoras excesivas del Contralor afectan la garantía del debido proceso y el derecho a la defensa de los funcionarios públicos, el análisis es de vital importancia, ya que pone en evidencia las  inconsistencias  entre  las  prácticas  administrativas  actuales  y  los  principios constitucionales que deberían regir el control y la supervisión en el ámbito público. 

La  investigación busca  explorar las posibles reformas y ajustes necesarios en la legislación y en la interpretación de las funciones del Contralor para asegurar que se  respete  el  debido  proceso  y  que  se  protejan  los  derechos  fundamentales  de quienes se ven sometidos a su jurisdicción (Monroy, 2018). 

El estudio, por tanto, se desarrolla  en torno a  la  necesidad de responder a  esta crucial interrogante: ¿De qué manera  la concentración de poder en la figura  del Contralor y la ausencia  de un proceso contradictorio comprometen los derechos constitucionales  de  los  servidores  públicos?  Al  abordar  esta  pregunta,  la investigación pretende no solo señalar los problemas actuales, sino también ofrecer 747 







soluciones  que  puedan  contribuir  a  un  marco  legal  más  justo  y  equitativo,  que respete  los  principios  del  Estado  de derecho y  proteja  los  derechos  de  todos  los ciudadanos, incluidos los servidores públicos. 


MATERIALES Y METODOS 

La investigación desarrollada se enmarca dentro de un enfoque cualitativo, el cual se  distingue  por  su  capacidad  para  recoger  y  evaluar  datos  no  estandarizados, permitiendo  así  un  análisis  profundo  y  contextualizado  de  la  realidad  objeto  de estudio,  la  investigación  se  enfoca  en  un  análisis  detallado  de  situaciones específicas en las que el Contralor General del Estado destituyó a autoridades que habían  sido  elegidas  mediante  voto  popular.  Es  notable  que  muchas  de  las autoridades, tras haber sido destituidas, lograron ser reinstaladas en sus cargos debido a que se detectaron violaciones al debido proceso durante el procedimiento de destitución. 

Para  abordar  los  casos,  se  utilizará  el  método  analítico-sintético,  que  permitirá desglosar  cada  caso  en  sus  componentes  fundamentales,  examinando minuciosamente  los  hechos  y  las  acciones  del  Contralor,  el  análisis  detallado facilitará la comprensión del alcance y las implicaciones de las decisiones tomadas por la Contraloría, permitiendo identificar con precisión los puntos en los que se ha vulnerado el debido proceso, el enfoque no solo busca destacar las fallas en la aplicación de la ley, sino también entender las circunstancias que llevaron a dichas vulneraciones, proporcionando un panorama completo de la problemática (Alzina, 2017). 

Adicionalmente,  se  empleará  el  método  inductivo-deductivo,  que  constituye  un conjunto  de  estrategias  de  razonamiento  lógico  necesarias  para  construir  un análisis  robusto.  A  través  del  método  inductivo,  se  partirá  de  casos  concretos, utilizando  la  información  específica  extraída  de  los  para  llegar  a  conclusiones generales que reflejen patrones o tendencias en la actuación del Contralor. Por otro lado, el método deductivo permitirá aplicar principios generales del derecho y la normativa vigente para extraer conclusiones particulares, lo que será crucial para evaluar la legitimidad de las destituciones en cuestión y la correcta aplicación del debido proceso y la legítima defensa en los contextos (Arias & Covinos, 2021). 
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El método exegético jurídico también jugará un papel central en la investigación, ya que se encargará de garantizar una interpretación rigurosa y literal de los textos legales  implicados,  el  método  es  esencial  para  evitar  interpretaciones  subjetivas que puedan desvirtuar el sentido original de las leyes. Al adherirse a una lectura precisa  de  la  normativa  legal  vigente,  se  asegurará  que  las  conclusiones  de  la investigación  estén  en  completa  consonancia  con  lo  que  estipula  la  ley, proporcionando una base sólida para cualquier recomendación o crítica que surja del análisis (Atehortúa & Zwerg, 2019). 

El enfoque metodológico permitirá no solo un entendimiento profundo de los casos de destitución analizados, sino también una evaluación crítica de la aplicación del derecho por parte de la Contraloría General del Estado. A través del análisis, se busca aportar a la discusión sobre la necesidad de reformas que garanticen una mayor protección de los derechos fundamentales, especialmente en lo que respecta al debido proceso y la defensa legítima, elementos cruciales en cualquier Estado de derecho. La investigación, por lo tanto, no solo se propone identificar y explicar las fallas en los procedimientos administrativos, sino también ofrecer propuestas que puedan mejorar la transparencia y la justicia en la actuación de los organismos de control. 


RESULTADOS 

El Debido Proceso  

En  Ecuador,  las  iniciativas  para  la  elaboración  de  una  nueva  Constitución comenzaron en el seno de la Asamblea Constituyente, la cual fue convocada con el mandato  explícito  del  pueblo  soberano,  el órgano  constituyente  asumió  la  tarea histórica de diseñar un proyecto de Constitución que reflejara las aspiraciones y necesidades  de  la  sociedad  ecuatoriana.  Una  vez  elaborado,  el  proyecto  fue sometido a un proceso de consulta popular y, tras su aprobación por la ciudadanía, se consolidó como la nueva Carta Magna del país (Valenzuela, 2020). 

El  resultado  del  proceso  fue  la  conceptualización  y  promulgación  de  un  Código Político  que  se  estableció  como  una  norma  jurídica  de  aplicación  directa  y obligatoria, significando  un cambio paradigmático en la evolución del Estado de Derecho en Ecuador, la nueva Constitución no solo reorganizó las estructuras del poder  político,  sino  que  también  redefinió  los  derechos  y  obligaciones  de  los 749 







ciudadanos  y  del  Estado,  marcando  un  hito  en  la  historia  del  derecho constitucional del país. 

Villa,  (2021),  subraya  que  esta  Constitución  introdujo,  por  primera  vez  en  la historia  jurídica  ecuatoriana,  una  configuración  novedosa  del  Estado, caracterizada por una serie de elementos fundamentales que reflejan un enfoque más inclusivo y garantista. Entre estas características se destacan: a.  Una Constitución rígida no modificable por medio de la ley; b.  Su carácter normativo y la fuerza vinculante de toda su normativa; c.  El control  judicial  de  la  constitucionalidad,  con  garantías jurisdiccionales que permiten vigilar la conformidad de las normas infraconstitucionales; d.  La  directa  aplicación  del  texto  constitucional  para  resolver  los  conflictos jurídicos de la sociedad; y, 

e.  La facultad de interpretación del ordenamiento constitucional mediante un órgano  especializado  del  poder  público:  la  Corte  Constitucional,  dando respuestas  a  los  problemas  internos  y  externos  que  inciden  en  una administración de justicia constitucional ágil, oportuna, diáfana, justa, que impida  ciertos  privilegios,  como  necesidad  institucional  sentida  por  el pueblo,  el  soberano,    con  tanta  mayor  razón  cuanto  que,  el  Estado  es responsable  por  los  actos  del  nuevo  Poder  Constitucional  y,  por  ende, compromiso  asumido  por  el  Estado  frente  a  la  comunidad  internacional (pág. 65) 

De este modo, el objetivo es abordar las consecuencias jurídicas concretas que han emergido a raíz de la transformación normativa de la Constitución y la evolución del enfoque garantista en Ecuador. Según el jurista Patricio Pazmiño Freire citado por  Ruiz  (2021),  el  fenómeno  puede  describirse  como  un  “proceso  típico  de mutación constitucional”, un concepto que también es respaldado por varios otros doctrinarios en la materia. Las mutaciones constitucionales, según la doctrina, se refieren  a  aquellos  procesos  de  cambio  o  transformación  del  ordenamiento constitucional que no se formalizan a través de una reforma oficial. Es decir, son cambios  que  ocurren  sin  seguir  el  procedimiento  formal  de  enmienda constitucional, lo que implica  que el texto de la  Constitución permanece intacto 750 







desde un punto de vista formal, aunque su interpretación y aplicación evolucionan significativamente. 

Esta idea de mutación constitucional implica una alteración en el contenido y la interpretación  de  las  normas  constitucionales  sin  necesidad  de  modificar  su redacción original, subraya la importancia de comprender que la transformación de la Constitución en una norma jurídica implica que esta debe ser entendida y aplicada en su totalidad por todos los ciudadanos y operadores jurídicos, según lo establece la teoría normativa de Hans Kelsen, la teoría sostiene que la Constitución debe ser vista como la norma fundamental que subyace a todo el sistema jurídico, y  por  lo  tanto,  su  observancia  es  esencial  para  la  legitimidad  y  coherencia  del ordenamiento legal (Vinueza et al., 2019). 

El enfoque de la Constitución como norma jurídica implica que todos los actos de los operadores del derecho, ya sean jueces, abogados, legisladores o funcionarios públicos, deben estar en conformidad con el texto constitucional, así como con las interpretaciones y precedentes establecidos por el órgano encargado de la justicia constitucional,  lo  cual  incluye  la  obligación  de  respetar  no  solo  la  letra  de  la Constitución,  sino  también  su  espíritu,  lo  que  se  refleja  en  las  sentencias  y  la jurisprudencia vinculante que emite la Corte Constitucional. 

La mutación constitucional en Ecuador, por lo tanto, no solo ha significado una transformación en cómo se interpretan y aplican las normas constitucionales, sino también una reconfiguración del papel que juega la Constitución en la vida jurídica del  país,  el  proceso  ha  fortalecido  la  capacidad  del  Estado  para  garantizar  los derechos de los ciudadanos al tiempo que ha adaptado el marco normativo a las realidades cambiantes de la sociedad ecuatoriana. A través de las mutaciones, la Constitución ha evolucionado para convertirse en un instrumento más dinámico y relevante  en  la  regulación  de  la  vida  pública  y  privada,  respondiendo  a  las demandas de una sociedad en constante transformación. 

El  fenómeno  de  mutación  constitucional  también  plantea  desafíos  importantes para la doctrina y la práctica jurídica, ya que requiere de una constante adaptación por parte de los operadores jurídicos, los deben estar atentos no solo a los cambios formales  que  puedan  surgir  de  reformas  constitucionales,  sino  también  a  las transformaciones implícitas que ocurren a través de la interpretación judicial y la 751 







práctica  cotidiana  del  derecho  constitucional.  La  capacidad  de  los  jueces  y tribunales  para  adaptarse  a  estas  mutaciones  y  para  aplicarlas  de  manera coherente y justa es fundamental para el mantenimiento del Estado de Derecho en Ecuador (Arroyo, 2019). 


El acceso a la justicia 

La justicia se concibe como el conjunto de restricciones y principios sociales que regulan las acciones humanas, prohibiendo o permitiendo ciertos comportamientos en función de la realidad histórica y social en la que operan, el concepto se ajusta a los valores fundamentales inherentes a la justicia, tales como: la ética, igualdad, búsqueda del entorno donde prevalezcan el equilibrio social, tolerancia, y respeto mutuo; valores que han permanecido constantes a lo largo del tiempo, adaptándose a las condiciones y necesidades de diferentes épocas, con el objetivo de garantizar un orden social justo y equitativo. 

Birgin  &  Gherardi,  (2020)  exponen  su  visión  de  la  justicia  señalando  que,  ésta comprende  el  conjunto  de  normas  jurídicas  profundamente  arraigadas  en  el concepto  de  legalidad  propio  de  cada  etapa  de  la  historia  humana.  Según  Ruiz (2019), el objetivo principal de la justicia está dado  por asegurar el orden social estable que permita el desarrollo regular de las actividades sociales e individuales, así como la regulación eficaz de los comportamientos y acciones en la sociedad. 

Bajo esta premisa, la justicia se entiende como el sistema de normas y directrices y el conjunto de valores esenciales que promueven el desarrollo social, valores que incluyen la armonía y respeto entre los distintos componentes de la sociedad, que están  intrínsecamente  vinculados  a  las  particularidades  sociales  de  cada  época como: las costumbres, tradiciones, y relaciones interpersonales. Ruiz (2019), indica que, a  lo largo de la  historia, la justicia  ha  sido el principio fundamental de las civilizaciones, y ha servido como motor de las luchas por la igualdad, imparcialidad, y fraternidad entre las personas. 

Los derechos humanos, proclamados en la historia, reflejan el reconocimiento de que las personas nacen con igualdad y poseen los mismos derechos ante la justicia, la  justicia  se  caracteriza  por  ser  imparcial,  justa  e  igualitaria,  sin  importar  la religión, raza, o propiedades del individuo, la esencia de la justicia ha permanecido constante, asegurando la igualdad en las relaciones entre los diversos miembros 752 







de la sociedad y garantizando el respeto a los principios legales que sustentan el equilibrio social, principios y valores fundamentales para garantizar la seguridad, desarrollo, así como la convivencia armoniosa y pacífica de las personas (Zambrano y Ávila, 2021). 

Por su parte, Tenesaca (2024) argumenta que, desde los inicios de la civilización, la justicia ha sido el factor esencial para proporcionar la perspectiva y camino hacia la  resolución  de  conflictos,  buscando  la  solución  favorable  para  las  partes involucradas. La justicia se presenta como la expresión más elevada de bondad, fe, y  amor  de  la  sociedad  que  se  esfuerza  por  alcanzar  la  igualdad  en  su  contexto histórico y cultural. Según esta perspectiva, la justicia se aborda como concepto legal y derecho subjetivo que cada individuo invoca en la administración de justicia, con el fin de que se reconozcan y protejan los derechos establecidos en las normas legales vigentes. 

De esta forma, se concluye que la justicia, en su esencia, es el principio dinámico y adaptativo que ha guiado a las sociedades en su evolución histórica, por lo tanto, su  aplicación  y  entendimiento  han  sido  fundamentales  para  mantener  el  orden social,  promover  el  desarrollo  humano,  y  asegurar  que  los  derechos  de  los individuos  sean  respetados  y  garantizados.  La  justicia,  por  tanto,  es  el  derecho inherente a la condición humana, pilar sobre el cual se construyen las relaciones sociales y principio rector que guía la acción del Estado y de los ciudadanos para materializar la sociedad justa, equitativa y pacífica. 

El  Código  Orgánico  de  la  Función  Judicial  (2009)  establece  que,  las  entidades judiciales poseen la obligación de garantizar el acceso a la justicia a las personas, independientemente de las condiciones económicas, sociales, y culturales; dicha disposición enfatiza en la necesidad del acceso equitativo y exige la implementación de  medidas  efectivas  para  superar  los  obstáculos  que  impidan  la  igualdad  de acceso  y  oportunidades  al  sistema  judicial.  La  Constitución  de  la  República  del Ecuador, en su artículo 168, párrafo 4, refuerza el principio al declarar que, "El acceso a la justicia es gratuito. La ley establecerá un régimen de costos procesales" 

(Constitución de la República del Ecuador, 2008), lo cual significa que la justicia no  debe  estar  condicionada  por  la  capacidad  económica  de  los  individuos, asegurando que los ecuatorianos accedan a ella sin barreras financieras. 
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El enfoque liberal de la justicia, consagrado en la normativa ecuatoriana, se orienta a  eliminar  todo  tipo  de  ventaja  o  privilegio  que  se  derive  del  uso  de  recursos económicos  en  la  administración  de  justicia,  visión  que  asegura  que  los ciudadanos, sin importar su situación financiera, posean acceso pleno y equitativo al sistema judicial que actúe con imparcialidad y equidad, enfoque coherente con los compromisos internacionales asumidos por el Ecuador, como lo demuestra la adhesión al Pacto de San José de Costa Rica, firmado el 22 de noviembre de 1969, que  reafirma  el  compromiso  del  Estado  ecuatoriano  con  la  implementación  y respeto  de  los  principios  legales  establecidos  en  la  Declaración  Universal  de  los Derechos Humanos, subrayando la importancia del acceso universal a la justicia. 

Es fundamental considerar las garantías jurisdiccionales y derecho de acceso a la justicia,  tal  como  se  establece  en  el  artículo  8  de  la  Convención  Americana  de Derechos Humanos (2023), la convención consagra el derecho de las personas a ser oída en plazos razonables, conforme a las garantías constitucionales vigentes, por un tribunal o juez independiente e imparcial previamente establecido por la ley, lo  cual es  esencial  para  la  protección  de los  derechos  y  obligaciones civiles, laborales, fiscales y de otras índoles. El respeto a los principios asegura la legalidad de los procesos judiciales y refuerza la confianza en la imparcialidad, así como la eficacia de la administración de justicia. 

El derecho a la defensa y posibilidad de interponer un recurso contra la resolución que afecte los intereses o derechos de la persona están plenamente protegidos y garantizados por el marco legal establecido en la Constitución de la República del Ecuador,  la  constitución,  como  ley  suprema  del  país,  asegura  la  legalidad  y existencia del marco normativo que se traduce en el pleno respeto de los derechos individuales  y  humanos.  En  este  sentido,  el  derecho  de  apelación  se  contempla como salvaguardia del derecho a la defensa y herramienta crucial para asegurar la igualdad  procesal,  dicho  derecho  permite  que  las  decisiones  judiciales  sean revisadas,  garantizando  que  los  errores  o  injusticias  sean  corregidos,  lo  que refuerza la integridad del sistema judicial (Carvacho  et al.,  2021). 

Los derechos constitucionales que complementan el derecho de apelación incluyen el  derecho  a  la  tutela  judicial  efectiva  y  al  juicio  justo,  los  cuales  incorporan principios  fundamentales  como:  la  franqueza,  celeridad  y  en  consecuencia,  la 754 







garantía de la administración de justicia eficaz y eficiente. La tutela judicial efectiva implica  que,  los  ciudadanos  poseen  el  derecho  al  acceso  real  y  efectivo  a  los tribunales  para  la  protección  de  los  derechos,  sin  demoras  indebidas  y  con  la posibilidad  de  obtener  la  resolución  justa  y  fundada  en  derecho,  lo  cual  se complementa con el principio de celeridad, que exige que los procesos judiciales se desarrollen dentro de plazos razonables, evitando dilaciones que comprometan la justicia (Carrasco, 2020). 

El artículo 75 de la Constitución de la República del Ecuador reafirma y fortalece el  derecho  de  los  ciudadanos  a  la  legítima  defensa,  estableciendo  como  pilares fundamentales  la  protección  efectiva,  imparcial  y  rápida  de  los  derechos  de  las personas, el artículo garantiza que la Constitución sea respetada y asegura que los principios de franqueza y celeridad sean aplicados en los procedimientos judiciales. 

El objetivo está dado porque ningún ciudadano quede en estado de indefensión, independientemente  de  la  situación  social,  económica  o  cualquier  otra característica personal (Cevallos & Alvarado, 2018). En caso de que el derecho sea vulnerado,  la  Constitución  establece  que  las  personas  responsables  de  tales violaciones estarán sujetas a sanciones, conforme a lo dispuesto por la ley. 

En otras palabras, la Constitución ecuatoriana establece mecanismos específicos para garantizar que el poder judicial esté directamente involucrado en la ejecución de  una  justicia  sustantiva  y  real,  lo  cual  se  logra  mediante  la  posibilidad  de presentar demandas de protección de derechos, un recurso legal que permite a los ciudadanos  implicar  al  sistema  judicial  en  la  defensa  activa  de  sus  derechos constitucionales,  el  mecanismo  civil  es  fundamental  para  asegurar  que  los requisitos y garantías establecidas en la Constitución sean cumplidos y respetados en la práctica. 

Además,  el  artículo  76,  apartado  7,  literal  "m",  de  la  Constitución,  confirma  el derecho  al  recurso  como  un  instrumento  jurídico  esencial  que  garantiza  una defensa efectiva frente a decisiones que puedan ser desfavorables para los intereses y derechos del acusado, el derecho al recurso es un componente vital del sistema judicial, ya que permite que las sanciones y decisiones judiciales sean revisadas por tribunales de niveles superiores, la revisión es crucial para regular y corregir posibles  violaciones  de  derechos  o  sentencias  que  puedan  haber  transgredido 755 







garantías constitucionales o acuerdos internacionales que el Ecuador ha suscrito para proteger los derechos humanos. 

El derecho al recurso no solo actúa como una salvaguarda para los acusados, sino que  también  es  un  mecanismo  que  asegura  la  coherencia  y  la  integridad  del sistema  judicial  en  su  conjunto.  Permite  que  los  errores  judiciales  sean identificados y corregidos, lo que es esencial para mantener la confianza pública en  la  administración  de  justicia,  el  derecho  al  recurso  fortalece  el  principio  de igualdad  ante  la  ley,  garantizando  que  todos  los  ciudadanos,  sin  importar  su condición,  tengan  acceso  a  una  justicia  equitativa  y  que  sus  derechos  sean plenamente respetados (Merino  et al.,  2022). 

El  enfoque  en  la  defensa  efectiva  y  en  la  revisión  de  decisiones  judiciales desfavorables  es  un  reflejo  del  compromiso  del  Ecuador  con  los  principios  de justicia, igualdad y respeto a los derechos humanos. Al establecer un marco legal que  promueve  la  transparencia,  la  rapidez  y  la  imparcialidad  en  los  procesos judiciales, la Constitución ecuatoriana busca asegurar que la justicia sea accesible para todos y que las decisiones judiciales estén siempre alineadas con los más altos estándares de equidad y legalidad (Carrión, 2016). 

Asimismo, el establecimiento de sanciones para aquellos que vulneren los derechos y  garantías  constitucionales  subraya  la  importancia  de  la  responsabilidad  en  la administración  de  justicia.  No  solo  se  trata  de  proteger  a  los  ciudadanos  de decisiones injustas, sino también de responsabilizar a aquellos que, en el ejercicio de su función pública, actúan de manera que compromete la integridad del sistema judicial y los derechos de las personas. 

La defensa y los Derechos Humanos  

En la agenda internacional de los Estados, los derechos humanos ocupan el lugar de máxima importancia, por su valor intrínseco y por representar un compromiso continuo  y  responsable.  La  protección  de  los  derechos,  como  tarea  colectiva,  es objetivo central de la política internacional y de la política interna de los Estados, integrándose  en  los  marcos  jurídicos  y  sistemas  de  valores  sociales  (Díaz   et al., 2020). 

Se proclamó la Declaración Universal de los Derechos Humanos como ideal común: 

"Todas  las  naciones  y  pueblos  deben  esforzarse  por  fomentar  el  respeto  a  los 756 







derechos  y  libertades  a  través  de  la  enseñanza  y  educación,  inspirando constantemente  a  las  personas  e  instituciones  para  que  garanticen,  mediante medidas  progresivas  de  carácter  nacional  e  internacional,  el  reconocimiento  y aplicación general y efectiva, tanto entre los pueblos de los Estados miembros como entre  los  pueblos  de  los  territorios  bajo  su  jurisdicción"  (Tribunal  Nacional  de Justicia de Ecuador, 1969). 

La  Declaración  –  Resolución  217  –  aprobada  por  la  Asamblea  General  de  las Naciones Unidas durante la tercera sesión el 10 de diciembre de 1948, se aborda como la declaración de la comunidad internacional de importancia trascendental, que enfatiza en la victoria de los valores humanos sobre la fuerza y  discriminación (Zambrano y Ávila, 2021).  El desconocimiento de los derechos humanos se reveló como causa de injusticia y pérdida de la paz mundial, tomándose en cuenta que la comunidad internacional soportó las consecuencias devastadoras de la Segunda Guerra Mundial, de tal forma que, se materializaron esfuerzos para conseguir la paz en las relaciones internacionales de los países implicados en la conflagración mundial. 

El esfuerzo no ha terminado, y es responsabilidad de los Estados promover códigos de valores y principios de conducta que respeten la dignidad del ser humano, tal y como plantea Pérez & Nieves, (2021), “Para la dignidad de la persona humana, los derechos  básicos  deben  ser  respetados,  protegidos  y  apoyados”.  La  Declaración Universal de los Derechos Humanos se convirtió así en la expresión de la conciencia jurídica  de la  humanidad, representada en el organismo que, de acuerdo con el derecho de las fuentes  —convencionales o consuetudinarias—, debía  desarrollar las Naciones Unidas (ONU) como fuente de "derecho superior" (Zárate  et al.,  2020). 

De igual manera, es importante recordar que los derechos humanos comenzaron como manifestación política y posteriormente se transformaron en derecho positivo a  través  de  instrumentos  de  derecho  internacional  público,  cuyo  desarrollo  es evidente  en  la  historia,  a  partir  de  la  Declaración  Universal  de  los  Derechos Humanos de 1948. En este marco, el papel dogmático o la obligación internacional de cumplimiento obligatorio por parte de los Estados quedó reflejado en la Carta de las Naciones Unidas. Posteriormente, en este contexto, se firmaron en Nueva York en 1966 los Macro Acuerdos: el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 757 







Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y el Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Brand, 2021). 

La ONU promovió la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas  de  Discriminación  Racial  y  otras  cuestiones  relacionadas  con  la discriminación  de  género,  como  la  Declaración  sobre  la  Eliminación  de  la Discriminación contra la Mujer, que dio lugar a la Convención sobre la Eliminación de  Todas  las  Formas  de  Discriminación  contra  la  Mujer.  Posteriormente,  la Declaración  de  los  Derechos  del  Niño,  adoptada  por  la  Convención  sobre  los Derechos del Niño de las Naciones Unidas en 1959, incluyó referencias legales y políticas  a  instrumentos  internacionales  y  constituye  la  manifestación  de  la conversión  de las  obligaciones  de los  Estados  para  proteger  los  derechos de  las personas (Brand, 2021). 

Análisis jurídico de la problemática a tratar El  Art.  211  de  la  Constitución  de  la  República  del  Ecuador  establece  que,  la Contraloría General del Estado es la entidad principal encargada de supervisar y controlar el uso de los recursos estatales, asegurando la correcta administración, la  función  determina  la  responsabilidad  de los  funcionarios  públicos  que  hayan ocasionado daños que perjudiquen a los ciudadanos, lo cual deriva en la obligación de la institución correspondiente de indemnizar por dicho daño. 

Por otro lado, el Art. 5, numeral 1 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado,  estipula  que  los  servidores  públicos,  sin  excepción,  deben  asumir  la responsabilidad y rendir cuentas públicas sobre el desempeño de sus funciones, el Art.  38  del  mismo  cuerpo  legal  refuerza  el  rol  de  la  Contraloría  como  entidad autorizada para declarar la legitimidad o ilegitimidad de las acciones u operaciones realizadas por los servidores públicos. 

La Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado en el Art. 39 establece que, la  Contraloría  General  del  Estado  mediante  el  análisis  de  la  auditoría gubernamental  realizada  después  de  la  presentación  de  la  denuncia  de  la institución  pública,  posee  la  potestad  de  determinar  las  responsabilidades administrativas y civiles culposas o dolosas e indicios de responsabilidad penal, de los funcionarios públicos. La Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, 758 







en el Art. 40 explica que, los funcionarios públicos que no actúen con diligencia y empeño deberá responder por sus acciones u omisiones, así como se evidencia en el  Art.  41  de    dicha  norma,  ningún  servidor  o  empleado  público  eximirá  su responsabilidad por acatar órdenes superiores, siendo  su derecho el objetar por escrito, de tal forma que se evidencie la existencia de inconformidad con la acción u omisión para no ser responsable subsidiario. 

Dicho  cuerpo  legal  en  su  Art.  45  señala  que,  la  responsabilidad  administrativa culposa  de  los  servidores  y  empleados  públicos  será  determinada  una  vez analizados  los  informes  y  documentos  presentados  por  la  institución  a  la  que pertenece el funcionario público, así como por los documentos y demás elementos recopilados  por  la  Contraloría  en  la  auditoría  gubernamental,  en  los  que  se evidencie el grado de inobservancia, dolo, y culpa del funcionario público. 

El mismo marco legal, en el Art. 39 dispone que, la Contraloría General del Estado, a través del análisis de la auditoría gubernamental realizada tras la presentación de la denuncia por parte de la institución pública, posee la autoridad de determinar responsabilidades administrativas y civiles, culposas y dolosas, así como identificar indicios de responsabilidad penal de los funcionarios públicos. En el Art. 40 de la Ley  Orgánica  de  la  Contraloría  General  del  Estado  se  establece  que,  los funcionarios públicos que no actúen con la debida diligencia y compromiso serán responsables por las acciones u omisiones, el Art. 41 aclara que, ningún servidor o  empleado  público  estará  exento  de  responsabilidad  por  cumplir  órdenes superiores; es su derecho objetar por escrito para demostrar su desacuerdo con la acción u omisión y así evitar la responsabilidad subsidiaria. 

Asimismo,  el  Art.  45  del  cuerpo  normativo  establece  que,  la  responsabilidad administrativa culposa de los servidores y empleados públicos será determinada tras  el  análisis  exhaustivo  de  los  informes  y  documentos  presentados  por  la institución a la que pertenece el funcionario, así como de los documentos y demás evidencias recopiladas por la Contraloría durante la auditoría gubernamental, los cuales  deben  mostrar  el  grado  de  negligencia,  dolo,  y  culpa  del  funcionario  en cuestión. 

El Art. 134 de la Ley Orgánica del Servicio Público establece que, las autoridades de las  entidades  de la  Función  Ejecutiva  del Estado  que  comprometan  recursos 759 







económicos  en  contravención  a  las  políticas  y  resoluciones  del  Ministerio  de Relaciones  Laborales  serán  sancionadas  con  la  destitución  y  asumirán responsabilidad personal y financiera por los daños ocasionados, sin perjuicio de otras responsabilidades administrativas, civiles y penales, las entidades del Estado poseen  el  derecho  de  iniciar  un  proceso  de  repetición  contra  los  servidores responsables. 

La  Vigésimo  Tercera  Disposición  General  de  la  misma  ley  señala  que,  las autoridades y funcionarios que en el ejercicio de sus funciones públicas, ocasionen daños y perjuicios al interés público o a terceros, serán considerados responsables desde el punto de vista administrativo, civil, y penal. Asimismo, se especifica que las  acciones  legales  contra  dichas  autoridades  y  funcionarios  deberán  ser sustanciadas  en  una  de  las  Salas  Distritales  de  lo  Contencioso  Administrativo, permitiendo al Estado ejercer el derecho de repetición contra los responsables para recuperar los recursos materiales entregados a los afectados. 

El Art. 11, numeral 9 de la Constitución de Ecuador de 2008 aborda brevemente la cuestión de la responsabilidad del Estado por indemnizaciones en relación con las  acciones  de  sus  delegados  y  agentes  comerciales  que,  en  el  ejercicio  de  las funciones públicas, afectan los intereses de terceros. Es fundamental destacar que, la  administración  pública  es  responsable  de  los  daños  y  perjuicios  ilegítimos sufridos por los ciudadanos como resultado del mal funcionamiento de los servicios públicos,  por  lo  tanto,  es  crucial  comprender  y  manejar  correctamente  los conceptos de servicio público, empleado, y funcionario públicos. 

Baque (2024), define el servicio público como el conjunto de actividades realizadas por instituciones estatales con el objetivo de satisfacer las necesidades básicas que permiten  la  vida  digna  y  garanticen  el  bienestar  social,  contribuyendo  así  al crecimiento y desarrollo sostenible. El servicio público asegura el funcionamiento adecuado de los diversos ministerios del Estado, estableciendo la conexión entre los recursos aportados por los contribuyentes y los servicios que reciben en áreas como: salud, educación, seguridad, y protección social; subrayando la importancia de los servicios sociales en el mantenimiento de la sociedad contemporánea. 

Vera   et  al.   (2023),  sostienen  que,  el  funcionario  público  se  c9ontempla  como  la persona con responsabilidades sociales, cuya labor es desempeñada en el marco 760 







del Ministerio de Estado, siendo su función asegurar el correcto funcionamiento social, verificándose así la relación intrínseca entre el desempeño y bienestar que el  Estado  proporciona  a  los  ciudadanos.  El  funcionario  público  es  la  unidad esencial del Estado, dado que su efectividad asegura la correcta distribución de los recursos materiales del Estado y satisfacción de los ciudadanos, de esta forma, sus acciones  en  la  implementación  de  políticas  estatales  están  directamente relacionadas con la responsabilidad del Estado en la ejecución de sus funciones. 

Campozano y De La Cruz, (2024) describen al funcionario público como la persona que trabaja en la entidad gubernamental y que implementa las decisiones tomadas por los funcionarios con capacidad para ello. Mientras que el servidor público tiene la tarea de llevar a cabo estas disposiciones de manera limitada, de esta forma, si el  funcionario  comete  un  acto  perjudicial  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  está sujeto  a  medidas  disciplinarias  impuestas  por  el  Ministerio,  de  acuerdo  con  la normativa legal vigente. 

Asimismo, el Estado está obligado a indemnizar por los daños causados a terceros como resultado del mal desempeño de los funcionarios, quienes serán responsables ante las autoridades competentes y deberán compensar los recursos financieros, así como cubrir los daños y perjuicios ocasionados. Dado que el funcionario público actúa  conforme  a  las  directivas  y  reglamentos  emitidos  por  los  superiores,  es importante  reconocer  que  su  trabajo  no  siempre  se  encuentra  totalmente amparado  por  el  marco  legal  existente.  Sin  embargo,  debe  considerarse  que cualquier acción tomada por el funcionario deberá estar orientada a satisfacer los intereses colectivos, por encima de los intereses individuales. 

Ortega  &  Yaguana,  (2022)  opinan  que,  las  responsabilidades  del  funcionario público  se  clasifican  en:  administrativa,  política,  civil,  y  penal,  el  principio  de responsabilidad se  basa  en  la  capacidad  de  cuestionar  y  sancionar  la  conducta indebida  del  funcionario,  eliminando  las  consecuencias  negativas  de  tales acciones.  Las  sanciones  impuestas  al  funcionario  público  por  violaciones  en  los ámbitos administrativo, civil, político, y penal deben estar previamente estipuladas en  el marco legal  vigente.  La  responsabilidad  administrativa  se  manifiesta  en  el incumplimiento de disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con actos y contratos administrativos por parte de los servidores públicos durante el ejercicio 761 







de las funciones. En el sentido, se afirma  que la  responsabilidad administrativa surge  de  la  indisciplina  laboral  o  de  la  violación  de  las  normas  de  control establecidas en los diferentes entornos laborales. 

La Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, en la sección II, Capítulo V, define la responsabilidad administrativa culposa como: la consecuencia de la falta de  observancia  y  respeto  por  parte  de  empleados  y  funcionarios  públicos  a  las disposiciones  legales  vigentes,  la  ley  establece  14  causales  de  sanciones administrativas,  entre  las  cuales  destacan  la  exigencia  o  recepción  de  dinero, premios  o  recompensas  por  realizar  las  tareas  inherentes  al  cargo,  así  como  la preferencia  hacia  ciertas  personas  y  sustracción  o  manejo  indebido  de  la información del lugar de trabajo donde opera el funcionario público. 

El Artículo 46 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, en el primer inciso, establece las sanciones aplicables a funcionarios o empleados públicos que incurran en violaciones administrativas, las cuales, dependiendo de la gravedad, abarcan la destitución del cargo. Por otro lado, el Art. 47 de la misma ley estipula que, las sanciones económicas impuestas a  terceros o personas jurídicas varían entre  10  y  500  dólares,  los  cuales  serán  recaudados  a  través  de  la  jurisdicción coactiva. 

Destitución de funcionarios por parte del Contralor General del Estado En 2018, el 45% de las apelaciones presentadas por prefectos, alcaldes, consejeros, y  concejales  en  Ecuador  estuvieron  directamente  relacionadas  con  informes emitidos por la oficina de auditoría, informes que identificaron evidencias claras de responsabilidad  penal,  lo  que  subraya  la  gravedad  de  las  irregularidades detectadas en la gestión pública. A pesar de las contundentes decisiones tomadas por la Entidad Fiscalizadora Superior, los funcionarios optaron por ignorar dichas resoluciones,  manteniéndose  en  el  ejercicio  de  sus  cargos,  continuando  con  la participación en licitaciones y firmando contratos, a pesar de que el Banco Central bloqueo las claves de acceso para la gestión de fondos institucionales, lo que les impedía manejar legalmente los recursos públicos. 

Desde 2017, el control y supervisión sobre la gestión de recursos y bienes públicos en los gobiernos provinciales y municipales se han intensificado significativamente, durante  dicho  periodo,  la  Asociación  de  Auditores  liberó  de  auditorías  a  22 
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gobiernos locales del país, siendo 10 de los casos (un 45%) registrados en 2018. 

Las provincias de Esmeraldas, Manabí, y Pastaza sobresalen en este contexto, por la cantidad de informes emitidos e influencia de las figuras políticas involucradas, funcionarios  locales  de  gran  peso  político,  que  se  ubican  en  el  centro  de  la controversia debido a las acusaciones de mala gestión y posibles delitos. 

Según informes de la Cámara de Cuentas, en 2016 se redactaron un total de 193 

protocolos  que  contenían  indicios  de  responsabilidad  penal,  los  cuales  fueron debidamente remitidos a la Fiscalía General para su investigación y posible acción penal. En el año 2017, la situación no mostró mejora significativa; se elaboraron 186 protocolos adicionales, con un 88% completado en el último trimestre del año, lo  cual  refleja  la  tendencia  continua  de  irregularidades  en  la  administración pública, que requiere atención urgente y medidas correctivas contundentes. 

A pesar de las decisiones firmes y claras del Instituto Superior de Fiscalización, los funcionarios decidieron desafiar las resoluciones, permaneciendo en los cargos y continuando  con  la  gestión  pública,  de  esta  forma,  el  desafío  a  la  autoridad fiscalizadora  compromete  la  legalidad  y  transparencia  en  la  administración pública, así como también perpetúa el clima de impunidad que socava la confianza ciudadana en las instituciones del Estado. El caso de Lizardo Casanova, exalcalde del  cantón  Quinindé  en  la  provincia  de  Esmeraldas,  ratificado  en  su  cargo  en cuatro ocasiones, a pesar de enfrentarse a múltiples acciones administrativas en su  contra,  destaca  que,  a  pesar  de  las  evidencias  y  sanciones  potenciales,  los funcionarios logran mantener el poder, lo que pone en entredicho la eficacia del sistema de control y supervisión en el país. 

La  resistencia  de  los  funcionarios  a  acatar  las  decisiones  de  la  Entidad Fiscalizadora Superior y responder ante las acusaciones de responsabilidad penal refleja la grave debilidad en el sistema de rendición de cuentas. La permanencia en los  cargos  a  pesar  de  las  sanciones  administrativas  y  bloqueo  de  las  claves  de acceso  por  parte  del  Banco  Central  indica  que,  las  herramientas  legales  y administrativas actuales son insuficientes para garantizar el cumplimiento de las normas y protección de los recursos públicos, la situación evidencia la necesidad de  la  revisión  de  los  mecanismos  de  control,  así  como  de  la  implementación  de 763 







sanciones efectivas que aseguren la responsabilidad de los funcionarios públicos y refuercen la integridad del sistema gubernamental. 

Cirilo González, exalcalde de Balzar en la provincia de Guayas, se enfrentó a una situación  compleja  y  dolorosa  tras  su  destitución  en  mayo  de  2016,  según  sus declaraciones,  fue  víctima  de  tortura  por  parte  de  quienes  buscaban  que abandonara su cargo, situación que se agravó cuando decidió no ceder y llamar la atención  pública  sobre  lo  que  consideraba  una  injusticia.  González  protestó enérgicamente contra una multa de $5,100, denunciando que la sanción formaba parte de la campaña de persecución política en su contra, el caso ilustra la tensa relación entre algunos funcionarios destituidos y autoridades, y la forma en la cual los conflictos escalan a niveles alarmantes. 

El Contralor Pablo Celi, en su rol de máxima autoridad de la Contraloría General del Estado, reconoció que los funcionarios que han sido destituidos se resisten a acatar las decisiones que ordenan la remoción, de esta forma, la resistencia no es un fenómeno nuevo en el contexto de la administración pública regional, donde las figuras políticas cuentan con apoyo local y desafían las resoluciones emanadas de los  órganos  de  control.  Un  ejemplo  emblemático  de  la  resistencia  es  el  caso  de Mariano Zambrano, prefecto de Manabí, quien fue removido de su cargo el 19 de octubre  de  2018,  pero continúa  ejerciendo  las  funciones  a  pesar  de la  orden  de destitución. 

La situación con el prefecto Zambrano es particularmente preocupante, a pesar de que el Banco Central ha bloqueado las claves de acceso para la gestión del sistema financiero, Zambrano sigue suscribiendo contratos y participando en licitaciones, lo  que  deja  en  entredicho  la  efectividad  de  las  sanciones  impuestas  por  las autoridades  de  control.  El  Contralor  Pablo  Celi  subrayó  la  necesidad  de  que  el Estado  haga  cumplir  las  leyes  estrictamente,  recordando  que  las  decisiones  de destitución  son  vinculantes  y  deben  ser  ejecutadas  independientemente  de  la apelación  que  la  entidad  auditada  interponga,  incluso  en  el  marco  del procedimiento administrativo. 

Otro caso significativo que refleja la problemática en la aplicación de sanciones es el de Vicente Félix Velis Briones, quien ocupaba el cargo de rector de la Universidad Técnica  de  Manabí.  la  Contraloría  General  del  Estado  anunció  su  destitución 764 







basada en los hallazgos del informe DPM-0013-2019, aprobado el 28 de marzo de 2019, informe que evaluó el avance de las obras contratadas en procedimientos generales y de emergencia, así como también, examinó la adquisición especial de bienes  inmuebles,  abarcando  el  periodo  que  se  extiende  desde  el  1  de  enero  de 2015 hasta el 30 de abril de 2018. Según el equipo de auditoría, Velis Briones firmó seis contratos de emergencia para la construcción y renovación de edificios, lo que evidenció preocupaciones sobre la legalidad y transparencia de los procedimientos. 

La destitución de Velis Briones subraya las estrictas medidas que la Contraloría ha  adoptado  para  garantizar  la  correcta  gestión  de  los  recursos  públicos, especialmente en instituciones educativas que manejan grandes sumas de dinero y cuyo desempeño posee impacto directo en la formación académica y profesional de miles de estudiantes. No obstante, el caso resaltó las dificultades que enfrentan las  autoridades  para  hacer  cumplir  las  sanciones,  especialmente  cuando  los funcionarios  afectados  cuentan  con  respaldo  político  significativo  y  logran mantenerse en los cargos a pesar de las resoluciones en su contra. 

Los  casos  evidencian  la  creciente  preocupación  sobre  la  capacidad  de  las instituciones de control para imponer y hacer cumplir las decisiones adoptadas en el entorno donde la resistencia a la rendición de cuentas es fuerte. La persistencia de funcionarios que, a pesar de las sanciones, continúan en los cargos y manejan recursos públicos, plantea interrogantes sobre la efectividad de los mecanismos de control y necesidad de reforzar las medidas que aseguren el cumplimiento de la ley,  los  ejemplos  abordados  reflejan  las  complejidades  políticas  y  sociales  que rodean la administración pública en Ecuador, donde las sanciones legales chocan con la realidad del poder local e influencia política. 

El 19 de julio de 2022, se remitió el informe con indicios de responsabilidad penal a  la  Fiscalía  General  del  Estado,  el  cual  se  encuentra  actualmente  bajo investigación, el cual, según lo comunicado por la Oficina Nacional de Auditoría el lunes 14 de septiembre, reveló irregularidades en la gestión de contratos para la construcción  y  renovación  de  edificios  en  una  institución  educativa.  El  equipo auditor descubrió que el auditor responsable había firmado seis contratos para la ejecución urgente de obras, empleando la modalidad de terminación directa, sin 765 







asegurarse previamente de que los contratistas seleccionados cumplieran con los requisitos mínimos necesarios para llevar a cabo el trabajo requerido. 

Las  irregularidades  detectadas  por  la  Oficina  de  Auditoría  no  se  limitaron  a  la insuficiente verificación de los requisitos previos de los contratistas identificándose que,  las  empresas  contratadas  no  contaban  con  el  personal  calificado  ni equipamiento  necesario  para  realizar  las  renovaciones  en  diversas  áreas  de  la universidad, incluyéndose trabajos en la construcción de nuevas instalaciones y oficinas  en  tres  facultades  diferentes.  La  insuficiente  capacidad  técnica  de  los contratistas resultó en que las obras no se completaran adecuadamente. De esta forma, en el edificio destinado a la seguridad social de los estudiantes, solamente se reforzaron tres de las siete barandillas que requerían intervención, lo que puso en riesgo la seguridad de los estudiantes. 

El informe destacó omisiones en el proceso de adquisición de propiedades por parte del inspector encargado, quien no siguió los procedimientos legales establecidos en el sistema nacional de contratación pública. Entre las adquisiciones cuestionadas se encuentran tres propiedades ubicadas en Quito, que debían ser utilizadas para apoyar las actividades administrativas y organizativas de la universidad en lugares remotos.  Sin  embargo,  el  informe  señala  que  no  se  justificó  adecuadamente  la necesidad  de  las  adquisiciones,  y  no  se  pudo  comprobar  que  las  propiedades compradas  ofrecieran  las  condiciones  adecuadas  para  cumplir  con  el  propósito estipulado. 

Por otra parte, la adquisición de las propiedades, con un costo de $486,900, no se incluyó en el plan anual de adquisiciones de la universidad, lo que representa una violación  directa  a  las  normativas  de  planificación  y  gestión  de  recursos  de  la institución. Como resultado de las omisiones y fallos en la gestión, los objetivos previstos con la compra de las propiedades no se alcanzaron, lo que implica el mal uso  de  los  fondos  públicos,  así  como  la  gestión  ineficiente  y  corrupta  de  los responsables. 

El informe deja de manifiesto las irregularidades en la gestión de recursos públicos e importancia del control riguroso en los procesos de contratación y adquisición de las instituciones educativas, la falta de diligencia en la selección de contratistas, omisión  de  los  procedimientos  legales,  y  adquisición  de  propiedades  sin 766 







justificación adecuada constituyen delitos penales y erosionan la confianza pública en la administración de las universidades y capacidad del Estado para gestionar eficazmente los recursos destinados a la educación. 

La investigación en curso por parte de la Fiscalía será crucial para determinar las responsabilidades individuales y colectivas en el caso, y para tomar las medidas necesarias que eviten la repetición de tales irregularidades a futuro. De esta forma, es imperativo implementar reformas y que se fortalezcan los mecanismos de control interno  para  garantizar  que  los  fondos  públicos  se  utilicen  transparente  y eficientemente en beneficio de la comunidad universitaria y del país. Asimismo, el caso subraya la necesidad de la mayor vigilancia de las autoridades competentes para asegurar que los procesos de contratación y adquisición se lleven a cabo de acuerdo con la ley, los más altos estándares de integridad, y profesionalismo. 

El examinador evidenció que Vicente Félix Velis Briones, en su calidad de rector, no implementó los controles necesarios para garantizar que una beca destinada a apoyar el trabajo estudiantil fuera utilizada de acuerdo con lo previsto. En lugar de asegurar  que  los  fondos  se  destinaran  efectivamente  a  los  estudiantes,  Velis Briones impuso  de  manera  privada  un  monto  desproporcionado  de  $84,980.00, que  supuestamente  debía  cubrir  los  materiales  necesarios  para  el  trabajo académico  de  los  estudiantes.  Sin  embargo,  los  materiales  nunca  fueron proporcionados,  lo  que  sugiere  la  mala  gestión  e  uso  indebido  de  los  fondos destinados a la beca, la insuficiente transparencia y cumplimiento con los objetivos de  la  beca  representa  la  desviación  de  los  principios  de  equidad  y  apoyo  a  la educación que se esperaban de su gestión. 

Entre 2015 y 2018, se realizaron tres auditorías adicionales que se centraron en diversos aspectos críticos de la gestión institucional tales como: el control y uso de los activos fijos, procesos contractuales y supervisión de obras; dichas auditorías revelaron  irregularidades  y  responsabilidades  civiles  por  infracciones  que ascendieron  a  un  total  de  $3,750,326.32,  de  esta  forma,  se  impusieron  multas administrativas  adicionales  que  sumaron  un  total  de  $13,834.00.  Las  cifras reflejan la magnitud de las irregularidades detectadas y subrayan la necesidad del control  riguroso  y  rendición  de  cuentas  efectiva  en  la  administración  de  los recursos públicos. 
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El artículo 46 de la Ley de la Contraloría General del Estado establece que, no se verifica distinción entre dignatarios, autoridades, funcionarios, y empleados de las entidades gubernamentales al determinarse responsabilidades administrativas, el artículo, junto con el artículo 211 de la Constitución de la República, reafirman el principio de que los funcionarios públicos están sujetos al control y supervisión del Contralor.  La  Ley  de  la  Contraloría  otorga  al  Contralor la  facultad  de  establecer responsabilidades  administrativas  para  los  funcionarios  de  las  entidades gubernamentales, sin discriminación alguna, potestad que abarca la posibilidad de destitución y sanción, lo que significa que ningún funcionario, independientemente del rango o posición, está exento de rendir cuentas por sus acciones. 

La  importancia  de  los  artículos  radica  en  que  refuerzan  la  idea  de  que  la administración  pública  debe  ser  transparente,  eficiente,  y  sujeta  al  escrutinio constante, de esta forma, el Contralor, como máxima autoridad de control, posee la responsabilidad de garantizar que los funcionarios actúen en conformidad con la ley y principios éticos que rigen el servicio público, abarcándose la obligación de investigar  y  sancionar  conductas  que  comprometan  la  integridad  de  la  gestión pública,  ya  sea  en  el  manejo  de  recursos  financieros,  ejecución  de  contratos,  y administración de programas de apoyo, como becas estudiantiles. 

El caso de Velis Briones deja en relieve la necesidad de fortalecer los mecanismos de control y supervisión en las instituciones públicas, dado que, el insuficiente de control pone en riesgo los recursos públicos, así como también mina la confianza de  la  sociedad  en  los  líderes  e  instituciones  que  están  destinadas  a  servir,  la severidad  de  las  sanciones  impuestas  demuestra  que,  el  incumplimiento  de  las normativas  legales  y  administrativas  no  será  tolerado,  y  que  los  funcionarios públicos deben ser conscientes de las consecuencias de actuar en contravención de las leyes. 

El  marco  legal  proporcionado  por  la  Ley  de  la  Contraloría  y  la  Constitución aseguran que, la rendición de cuentas sea el principio fundamental en la gestión pública ecuatoriana, crucial para garantizar que los recursos públicos se utilicen adecuadamente en beneficio de la sociedad. Las acciones del Contralor, como se evidencia  en  el  caso  de  Velis  Briones,  son  evidencia  de  que  el  Estado  posee  los mecanismos para detectar, sancionar, y corregir las irregularidades, asegurando 768 







así que la administración pública opere bajo principios de legalidad, transparencia y responsabilidad. 


DISCUSIÓN 

El análisis de los resultados de la investigación revela que, el Contralor General del Estado  en  Ecuador  ha  ejercido  su  autoridad  vulnerando  el  derecho  al  debido proceso  de  los  funcionarios  públicos,  dado  que  al  evidenciarse  la  capacidad  del Contralor  para  actuar  simultáneamente  como  denunciante  y  sancionador,  sin ofrecer la revisión imparcial de las pruebas, plantea dudas sobre la imparcialidad y justicia en la aplicación de las sanciones administrativas. 

Entre  los  hallazgos  significativos  destaca  la  recurrencia  de  destituciones  de autoridades de elección popular basadas en informes de auditoría que no siguen el proceso  contradictorio  justo,  dicha  situación  se  agrava  al  considerarse  que  los funcionarios lograron ser restituidos en sus funciones debido a que se detectaron violaciones  al  debido  proceso,  lo  cual  evidencia  falencias  estructurales  en  el sistema de control y supervisión. Por otra parte, se constató que la interpretación y aplicación de las normativas por el Contralor, especialmente en relación con la Ley  Orgánica  de  la  Contraloría  General  del  Estado  y  la  Constitución  de  la República,  carecen  de  fundamento  sólido  que  respalde  la  legalidad  de  las destituciones.  Quituisaca  &  Zamora  (2022),  afirman  que,  el  insuficiente  marco jurídico  específico  y  coherente  contribuye  a  la  perpetuación  de  decisiones arbitrarias que afectan los derechos de los funcionarios públicos. 

La aplicación de sanciones sin garantizar el proceso adecuado socava la integridad del sistema judicial y erosiona la confianza pública en las instituciones estatales, de esta forma, el hecho de que funcionarios destituidos continúen en sus cargos, ignorando las resoluciones del Contralor, refleja la debilidad en la capacidad del Estado para dar cumplimiento a las normativas adoptadas. Otra cuestión crítica para  abordar  está  dada  por  la  insuficiente  distinción  entre  los  niveles  de responsabilidad  administrativa  en  las  entidades  gubernamentales.  Villavicencio (2022), considera que, la concentración de poder en la figura del Contralor sin la adecuada supervisión propicia la materialización del ambiente donde las decisiones se  toman  sin  la  debida  consideración  de  las  garantías  constitucionales  de  los funcionarios. 
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La  investigación  evidenció  la  necesidad  imperante  de  reformas  en  la  legislación vigente para asegurar que los procesos de destitución sean justos, transparentes y concordantes con  el  cumplimiento  de  los  derechos  humanos,  de  ahí  que,  sin  la aplicación de dichas reformas, el riesgo de que se repitan las violaciones al debido proceso persiste, lo que conlleva al deterioro de la administración pública y de la confianza ciudadana. 

Es importante destacar que, las destituciones sin un proceso contradictorio afectan a  los  funcionarios  individuales  y  poseen  impacto  negativo  en  el  conjunto  del sistema administrativo, creando el clima de incertidumbre y temor de los servidores públicos.  Tal  ambiente  deriva  en  la  disminución  en  la  eficiencia  y  eficacia  de la administración pública, perjudicando el bienestar general de la sociedad. Los casos analizados en la investigación subrayan la importancia de contar con mecanismos de control integrales y transparentes que garanticen la rendición de cuentas sin comprometer los derechos fundamentales de los servidores públicos. Storini  et al. 

(2022),  señalan  que,  la  existencia  del  poder  concentrado  en  el  Contralor  sin contrapesos adecuados es incompatible con los principios del Estado de derecho. 

La  investigación  deja  en  evidencia  la  necesidad  de  fortalecer la  independencia  e imparcialidad de las instituciones encargadas de velar por el cumplimiento de la normativa legal vigente, quedando así de manifiesto que, de no materializarse el sistema  de  justicia  administrativa  que  se  estructure  efectivamente,  el  riesgo  de abusos de poder y decisiones arbitrarias será una amenaza para la democracia y respeto  pleno  al  cumplimiento  de  los  derechos  humanos  en  Ecuador,    los resultados obtenidos demuestran que el actual marco normativo y aplicación por parte  del  Contralor  General  del  Estado  requieren  la  revisión  inmediata  para garantizar  que  se  respeten  los  principios  constitucionales  del  debido  proceso  y legítima  defensa.  Solo  a  través  de  estas  reformas  se  podrá  asegurar  la administración  pública  justa  y  equitativa  que  proteja  los  derechos  de  los ciudadanos. 


CONCLUSIÓN 

El Estado constitucional de derechos y justicia del Ecuador se encuentra bajo la obligación  ineludible  de  garantizar  el  cumplimiento  estricto  de  las  normas  infra constitucionales, el mandato, estipulado en el artículo 84 de la Constitución de la 770 







República,  establece  que  la  Asamblea  Nacional  y  toda  entidad  con  facultades normativas asegurará que las leyes u otras disposiciones legal sean concordantes formal  y  materialmente  a  los  derechos  consagrados  en  la  Constitución,  dicha concordancia  abarca  los  derechos  previstos  en  los  tratados  internacionales ratificados  por  el  país,  así  como  los  contemplen  el  derecho  a  salvaguardar  la dignidad humana, dicha disposición subraya el carácter vinculante de los derechos constitucionales y la primacía de la Carta Magna sobre otras normas que entren en conflicto. 

La  Constitución  de  la  República  del Ecuador,  promulgada  en  el Registro  Oficial núm.  449  el  20  de  octubre  de  2008,  se  caracteriza  y  reconoce  como  una Constitución de derechos y justicia, enfoque que garantiza que los principios de: igualdad, libertad, y justicia no se contemplen únicamente desde la teoría, sino que se apliquen con efectividad pública y privadamente. De esta forma, con la finalidad de  garantizar  la  materialización  efectiva  de  dichos  principios,  es  esencial  que  el debido  proceso  se  respete  y  aplique  en  la  totalidad  de  leyes  y  reglamentos complementarios, abarcándose la actuación de órganos y autoridades del Estado. 

Por lo que, la garantía del debido proceso se contempla como requisito fundamental para asegurar la precautelación efectiva de los derechos de los ciudadanos, y que las decisiones del Estado se tomen con plena transparencia y justicia. 

En este marco, el artículo 211 de la Constitución asigna a la Contraloría General del Estado el rol protagónico como organismo técnico encargado de supervisar el uso adecuado de los recursos públicos, organismo que posee la responsabilidad de vigilar la gestión de los recursos estatales y supervisar a las entidades jurídicas de derecho privado que manejan fondos públicos, evidenciándose de esta forma que, el control es crítico para asegurar que los recursos del Estado se utilicen eficiente, transparente  y  conforme  a  los  principios  constitucionales,  evitando  fenómenos negativos como la malversación o uso indebido. 

No  obstante,  el  ejercicio  de las  funciones se  ejercerá  respetando  plenamente  los derechos constitucionales de los individuos, especialmente entorno al derecho a la defensa,  dado  que,  al  iniciarse  la  imposibilidad  de  defenderse  en  un  plazo razonable, así como al aplicar sanciones como la suspensión o despido sin observar el debido proceso, se incurre en violaciones flagrantes de la norma dispuesta por 771 







la  Constitución  ecuatoriana  y  tratados  internacionales  de  derechos  humanos. 

Entre los cuales, destaca la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la cual se encuentra incorporada en el ordenamiento jurídico ecuatoriano con fuerza vinculante,  lo  que  significa  que  las  disposiciones  que  abarca  sean  respetadas  y aplicadas por las autoridades del Estado. 

La  Convención Americana sobre Derechos Humanos, conocida como el Pacto de San  José,  se  observa  como  el  tratado  internacional  que  protege  los  derechos fundamentales de las personas en el continente americano, entre sus disposiciones aborda  el  derecho  al  juicio  justo  y  protección  judicial,  derechos  esenciales  para garantizar que no se priven los derechos de las personas sin un proceso adecuado. 

La protección constitucional refuerza la obligación del Estado a garantizar que los procesos  legales  se  materialicen  con  justeza  en  el  marco  razonable  de  tiempo dispuesto por la normativa legal vigente. 

Toda acción del Estado que se revela como óbice para garantizar la defensa efectiva, en  el  ámbito  administrativo  o  judicial,  vulnera  los  derechos  garantizados  por  la Constitución e incumple las obligaciones internacionales asumidas por la nación. 

La suspensión o despido de funcionarios sin que se contemple el debido proceso afecta  la  integridad  de  la  persona  involucrada  y  socava  la  confianza  en  las instituciones públicas y Estado de Derecho. 

El  respeto  al  debido  proceso  se  aborda  como  pilar  fundamental  de  la  justicia ecuatoriana,  debido  a  que  dicho  principio  protege  al  individuo  de  decisiones arbitrarias y asegura que el poder del Estado se materialice en la legalidad y en concordancia con el cumplimiento pleno de los derechos humanos. La obligación del Estado de dar cumplimiento a las normas infra constitucionales, ajustándolas a  los  principios  y  derechos  consagrados  en  la  Constitución  y  tratados internacionales,  es  garantía  de  que  país  mantiene  el  compromiso  con  la construcción  de  la  sociedad  justa,  equitativa  y  observante  del  cumplimiento  las pautas y normas legales que garanticen la plena dignidad humana. 
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